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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 23 de agosto de 2023. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por el cual 

se propone adicionar los artículos 63-2 y 63-3, así como el inciso c) del 

artículo 78, el numeral g. del artículo 80 y la fracción V al artículo 123, 

todos de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de 

Guanajuato, se señala lo siguiente: 

MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 3 de 

Agosto de 2023, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio 

del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

ordinaria número 29, celebrada el 10 de agosto de 2023, se dio cuenta 

al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los 

Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal; en consecuencia se 

conformó la actual opinión jurídica. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 31, celebrada el 23 de 

agosto de 2023, se aprobó este documento en los términos que más 

adelante se detallan. 
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En atención a lo anterior el Pleno de este Tribunal procede, en 

forma respetuosa, a emitir opinión jurídica sobre la iniciativa del grupo 

parlamentario del «Partido Verde Ecologista de México», para 

adicionar los artículos 63-2 y 63-3, así como el inciso c) del artículo 78, 

el numeral g. del artículo 80 y la fracción V al artículo 123, todos de la 

Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de 

Guanajuato, y que en lo esencial hace referencia a los argumentos que 

a continuación se exponen: 

-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

Objetivo y contenido de la iniciativa: 

l. Objetivo y contenido de la iniciativa: 

La iniciativa en estudio propone diversas adiciones a la Ley de 

Responsabilidades Administrativas para el Estado de Guanajuato para 

los siguientes efectos: 

➢ Establecer como faltas administrativas graves el hostigamiento y 

el acoso sexual; 

➢ Para que, en caso de que se determine la inhabilitación como 

sanción de estas faltas administrativas, se imponga por un plazo 

de seis meses hasta diez años; 

➢ Para que al imponer una sanción derivada de una falta 

administrativa grave (cualquier falta), el Tribunal considere la 

posición jerárquica del sujeto responsable. 

➢ Para que las autoridades investigadores puedan solicitar a las 

substanciadoras o resolutoras, medidas cautelares que 

Garanticen, con un enfoque de derechos humanos y con 

perspectiva de género, la protección de la persona 

denunciante o de quien haya sido perjudicado por las acciones 

u omisión de la conducta denunciada. 
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II. En cuanto a la propuesta, en lo general: 

 

Consideraciones previas. 

El 19 de marzo del año 2021, el Ayuntamiento del municipio de León, 

Guanajuato, presentó ente este Congreso del Estado una iniciativa 

similar a la que hoy se analiza, la cual proponía agregar al catálogo de 

faltas graves previstas en la Ley de Responsabilidades Administrativas el 

hostigamiento y el acoso sexual, así como incorporar el concepto de 

perspectiva de género dentro del glosario de la ley y establecer la 

obligación de promover, respetar y garantizar el acceso a las mujeres a 

una vida libre de violencia aplicando el enfoque de perspectiva de 

género y establecer para los órganos internos de control el deber de 

respetar dicho enfoque.  

 

Dicha iniciativa también fue remitida a este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato a efecto de su análisis, 

respuesta que fuera emitida en la Sesión Ordinaria  de Pleno celebrada 

el 6 de mayo de 2021, y reiterada en la mesa de trabajo 

correspondiente. 

 

Al respecto, este Tribunal mantiene su postura y considera 

inconstitucional la iniciativa presentada, dado que el Congreso del 

Estado no tiene competencia legislativa para modificar la Ley de 

Responsabilidades Administrativas para el Estado de Guanajuato más 

allá de lo previsto por la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas.  
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Lo anterior de conformidad con el artículo 73, fracción XXIX-V de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, fracción 

adicionada el 27 de mayo de 2015 y que a la letra dice: 

 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

[…] 

XXIX-V. Para expedir la ley general que distribuya competencias 

entre los órdenes de gobierno para establecer las responsabilidades 

administrativas de los servidores públicos, sus obligaciones, las sanciones 

aplicables por los actos u omisiones en que éstos incurran y las que 

correspondan a los particulares vinculados con faltas administrativas 

graves que al efecto prevea, así como los procedimientos para su 

aplicación. 

 

En consecuencia de lo expuesto, el Congreso del Estado de 

Guanajuato no tiene la facultad legislativa para integrar nuevas faltas 

graves en la ley local en la materia, así como tampoco para variar los 

procedimientos ya previstos en la Ley General para su aplicación. 

 

Lo anterior tiene sustento en la tesis que a continuación se cita, 

dado que analiza un supuesto de invasión de atribuciones en materia 

legislativa semejante al que se refiere la iniciativa en comento: 

 

TRATA DE PERSONAS. EL DECRETO No. 460 POR EL QUE SE MODIFICA EL TIPO PENAL 

RELATIVO, CONTENIDO EN EL PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 161 DEL CÓDIGO PENAL 

PARA EL ESTADO DE COLIMA, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 

4 DE FEBRERO DE 2012, INVADE LA ESFERA DE ATRIBUCIONES RESERVADA AL CONGRESO 

DE LA UNIÓN. 
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Tomando en cuenta que la competencia para legislar en materia de tipos 

penales y sanciones aplicables al delito de trata de personas se reservó al Congreso 

de la Unión por virtud del decreto por el que se reformaron los artículos 19, 20 y 73 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el 14 de julio de 2011 y que entró en vigor al día siguiente, fecha a 

partir de la cual se privó a los Estados de la atribución con la que contaban para 

legislar en la materia en términos del artículo 124 constitucional manteniendo, sin 

embargo, facultades para prevenir, investigar y castigar el referido delito, conforme 

al régimen de concurrencia de facultades derivado de la fracción XXI del artículo 73 

constitucional citado, se concluye que con la emisión en fecha posterior a la referida 

del citado decreto número 460, por el que se modifica el tipo penal contenido en el 

párrafo primero del artículo 161 del Código Penal para el Estado de Colima, el 

Congreso de dicha entidad federativa invadió la esfera de competencia que 

corresponde en exclusiva al Congreso de la Unión para establecer, mediante una ley 

general, los tipos y penas en materia de trata de personas, por lo que dicho acto 

legislativo implica una violación a lo establecido en los artículos 16 y 73, fracción XXI, 

de la Constitución Federal, en tanto que por su materia de regulación se traduce en 

un acto legislativo emitido por una autoridad incompetente. 

 

Si bien es cierto que la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos reconoce la soberanía de las Entidades Federativas en todo 

lo concerniente a su régimen interior y con ello, su derecho a iniciar leyes 

o decretos que regulen dentro de su ámbito territorial esto puede y debe 

realizarse siempre y cuando dichas disposiciones se encuentren en 

concordancia con nuestro marco normativo general, sin que ello incurra 

en la violación de los principios de legalidad, reserva, y subordinación 

jerárquica de la Ley. 
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En este sentido, actualmente se cuenta con una Ley General de 

Responsabilidades Administrativas, la cual es de orden público y de 

observancia general en toda la República, y tiene por objeto establecer 

las responsabilidades administrativas de los Servidores Públicos, sus 

obligaciones y las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que 

estos incurran. Por lo que, se considera improcedente proponer 

preceptos que adicionen supuestos constitutivos de faltas 

administrativas graves de forma distinta a los establecidos en la Ley 

General. 

 

Dicho criterio ha sido sostenido por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en la ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 

115/20171, sostenida en contra de la Ley de Responsabilidades 

Administrativas del Estado de Aguascalientes, donde el Pleno definió 

que «la regulación de los aspectos inherentes como los sujetos 

obligados, las autoridades competentes, las infracciones 

administrativas, las sanciones, y los procedimientos de investigación, 

sustanciación y sanción, son competencia exclusiva del Congreso de la 

Unión» ya que «la calificación de las faltas es lo que determina si la 

sustanciación se llevará por los órganos internos de control o 

dependencias de mérito, mismos que podrán resolver en caso de 

infracciones no graves, o bien, si la sustanciación la realizará el órgano 

fiscalizador correspondiente y la resolución el Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa o su homólogo local». 

 

 
1 ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 115/2017, Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación Undécima Época, Libro 3, Julio de 2021, Tomo II, página 1318, 
Registro digital 29937. 
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Finalmente, se considera importante no omitir que anteriormente 

también la Suprema Corte de Justicia de la Nación2 se ha pronunciado 

al respecto invalidando diversas disposiciones de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas del Estado de Nuevo León, en las que 

de forma similar se propuso establecer una regulación distinta a la 

prevista por la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

 

Segundo. No obstante las consideraciones previamente anotadas, 

se establece que en la vigente Ley de Responsabilidades Administrativas 

si pueden ser sancionadas las conductas de hostigamiento y acoso 

sexual, conforme al artículo 49 fracción I, que establece lo siguiente: 

 

«Artículo 49. Incurrirá en Falta administrativa no grave el servidor público 

cuyos actos u omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las 

obligaciones siguientes: I. Cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones 

encomendadas, observando en su desempeño disciplina y respeto, tanto a 

los demás Servidores Públicos como a los particulares con los que llegare a 

tratar, en los términos que se establezcan en el código de ética a que se refiere 

el artículo 16 de esta Ley; …». 

 

Lo anterior, en el entendido que los códigos de ética de las 

instituciones deben contar con una parte obligada relativa al conminar 

a las personas del servicio público de que se abstengan de hostigar, 

agredir, amedrentar, acosar, intimidar, extorsionar o amenazar a 

 
2 ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 69/2019 Y SUS ACUMULADAS 71/2019 Y 75/2019, Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Undécima Época, Libro 16, 
Agosto de 2022, Tomo I, página 178, Registro digital 30844. 
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personal subordinado o compañeras y compañeros de trabajo. Y si no 

fuere así, resultaría más adecuado modificar los códigos de ética en el 

sentido de incluir dichas conductas para que puedan será sancionables, 

en tanto no sea modificada la ley general que rige en materia de 

responsabilidades administrativas a todo el país. 

 

Por otra parte, también debe considerarse que ya existe una 

iniciativa a nivel federal para adicionar un segundo párrafo al artículo 

57, así como un artículo 72 Bis a la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas, a cargo del grupo Parlamentario del Partido 

Revolucionario Institucional, y que aún se encuentra pendiente. Dicha 

iniciativa puede consultarse en la liga siguiente: 

https://www.senado.gob.mx/65/gaceta_del_senado/documento/1209

01  

 

Por lo que, de aprobarse dicha iniciativa, el Congreso del Estado de 

Guanajuato se encontraría en posibilidades de agregar en el catálogo 

de faltas tanto el hostigamiento como el acoso sexual y su respectiva 

sanción, por ya estar incluidas desde la ley general que rige la materia. 

 

Finalmente, se hace mención que la posibilidad de agregar una 

conducta a la Ley Estatal de Responsabilidades Administrativas sin que 

se encuentre incluida en la Ley General, merece un exhaustivo análisis 

constitucional y convencional acorde con el principio federalista que 

dispone la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo 

que, resultaría riesgoso el incluir una conducta que eventualmente 

pudiera establecerse como inconstitucional por parte de los Tribunales 

https://www.senado.gob.mx/65/gaceta_del_senado/documento/120901
https://www.senado.gob.mx/65/gaceta_del_senado/documento/120901
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Federales para sancionar a una persona, sin que cuente con el debido 

soporte.  

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 


